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En el informe jurídico se analiza un procedimiento administrativo sancionador ante 
Indecopi, relacionado a la denuncia interpuesta por doña P.V.B.S., contra el Sistemas 
de Administración Hospitalaria S.A.C.-Clínica El Golf (en adelante la clínica), 
representada por Gianfranco Salinas Squadrito, por la presunta infracción de los 
artículos 18º, 19º y 67º de la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del 
Consumidor. En la indicada denuncia, la peticionante narra que durante su estado de 
gestación, que era tratado en la clínica, se presentaron diversas complicaciones 
médicas que ponían en riesgo su salud física y mental. Que ante esta situación, el 18 
de diciembre del 2014, presentó una solicitud por escrito, ante la clínica, para que se le 
realice un aborto terapéutico. Dado el hecho que el referido centro médico no le dio 
respuesta alguna y tampoco tramitó la petición, el día 26 de diciembre del 2014, acudió 
al Instituto Nacional Materno Perinatal, donde luego de varios exámenes, le 
diagnosticaron un embarazo con malformaciones congénitas compatibles con probable 
cromosomopatía y mal pronóstico fetal. Ese mismo día, solicitó el aborto terapéutico, 
por lo que al reunirse una junta médica, y al concluir la viabilidad de la intervención, por 
el riesgo que la gestación significaba para su salud física y mental, le fue practicado 
dicho aborto. Posteriormente, con fecha 30 de enero del año 2015, después de haber 
transcurrido 43 días, la clínica, a través de un correo electrónico, le respondió a la 
señora P.V.B.S., que se le denegaba la solicitud de realizarle un aborto terapéutico, en 
razón que el médico que la trataba, señaló que no corría peligro la vida de la paciente. 
Sobre la denuncia, la Comisión de Protección al Consumidor Nº 1, la declaró infundada 
en todos sus extremos; asimismo, denegó las medidas correctivas que solicitaba la 
denunciante, así como, las costas y costos del procedimiento. Ante la apelación 
interpuesta, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Defensa 
de la Competencia y de la Propiedad Intelectual, revocó en parte la resolución de la 
comisión y, reformándola, declaró fundados los principales puntos de la denuncia 
presentada por la señora P.V.B.S. A la clínica le fue impuesta una multa de veinte (20) 
UIT por infracción de los artículos 18º, 19º y 67º del código antes indicado, por el hecho 
de no haber tramitado debidamente la solicitud de aborto terapéutico presentada. 
Asimismo, se ordenó que la denunciada, como medida correctiva complementaria, 
cumpla con tramitar en forma debida las solicitudes de aborto terapéutico formuladas 
por sus consumidores y finalmente dispuso el pago de las costas y los costos del 
procedimiento. Conforme está normado, la Secretaría Técnica anotó a la denunciada 
en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi, por la infracción a los artículos 
anteriormente mencionados. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1 Denuncia 

 

El 27 de mayo de 2015 P.V.B.S. interpuso denuncia contra Sistemas de 

Administración Hospitalaria S.A.C. – Clínica EL GOLF (en adelante, la clínica) por 

la presunta infracción a la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, debido a que la clínica no tramitó en forma oportuna la solicitud de aborto 

terapéutico, a pesar que su estado de gestación estaba constituyendo un riesgo para 

su salud física y mental. 

 

Fundamentos de hecho 

 

En el mes de setiembre del año 2014, conforme a lo que había planeado con su esposo 

(la procreación de un hijo más), la recurrente quedó en estado de gestación; por lo que 

decidió tomar los respectivos servicios de atención ginecológica en la clínica, en el 

marco del seguro de salud con el que contaba desde el 17 de diciembre del año 2012, 

a través de la empresa de Seguros Rímac S.A. 

 

El 17 de octubre de 2014 acudió a la clínica, debido a que presentaba sangrado vaginal 

oscuro y seco, y náuseas. Ante esta dolencia, se le realizó una ecografía, 

diagnosticándosele embarazo de alto riesgo e hiperémesis gravídica leve; es preciso 

señalar que en ese momento tenía seis semanas y un día de gestación. 

 

Debido a la persistencia de dolores pélvicos, el 21 de octubre de 2014, acudió de nuevo 

a la clínica, donde fue ingresada de emergencia; motivo por el cual, se ordenó la 

administración de progesterona, así como la realización de exámenes de laboratorio 

(ratinina, úrea, examen completo de orina, glucosa, grupo sanguíneo y RH, 

hemograma, HIV I-II, serológicas RPR). 

 

El 21 de noviembre de 2014, con doce semanas y cinco días de gestación, acudió a la 

clínica para realizarse una ecografía, la cual, determinó que el feto tenía el defecto 

cromosomático denominado Síndrome de Turner1; por lo que se sugirió la realización 

de una ecografía genética. Su médico tratante le indicó que la gestación era riesgosa 

y que tenía pocas posibilidades de éxito; sin embargo, también le indicó que la Clínica 

no realizaba el procedimiento de aborto terapéutico, por lo que tendría que acudir al 

Instituto Nacional Materno Perinatal para solicitarlo. 

 

El 4 de diciembre de 2014, con trece semanas de gestación, acudió nuevamente a la 

clínica debido a un sangrado vaginal persistente durante ocho horas, 

diagnosticándosele amenaza de aborto y embarazo de alto riesgo. Se solicitó un perfil 

preoperatorio, riesgo quirúrgico y ecografía pélvica, sin explicarle en ningún momento, 

la finalidad de dichos exámenes. 

 
1 Se caracteriza por la baja estatura y la insuficiencia ovárica. se usa comúnmente la hormona del 
crecimiento humana recombinante para tratar la estatura asociada con este síndrome.  
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El 9 de diciembre de 2014 fue internada en la clínica. De la ecografía practicada, se le 

diagnosticó edema generalizado en cabeza fetal, vista de cuatro cámaras patológico e 

hipoplasia del lado izquierdo del corazón, se sugirió descartar alteración cromosómica 

con amniocentesis, compromiso infeccioso TORCH y cardiopatía congénita. Fue dada 

de alta el 10 de diciembre de 2014. 

 

Pese a brindársele el alta médica, su salud física siguió siendo deteriorada por 

síntomas negativos, tales como dolor pélvico y sangrado vaginal; asimismo, su salud 

mental fue afectada por el constante riesgo de aborto. Debido a ello, el 11 de diciembre 

de 2014, se apersonó al Centro de Salud de La Mujer, en donde fue atendida por la 

médica psiquiatra Marta B. Rondón, quien le diagnosticó depresión recurrente con 

reacción de adaptación al estrés e ideación suicida y le indicó que la afectación a su 

salud mental ameritaba la interrupción de la gestación.  

 

El 13 de diciembre de 2014, acudió al Instituto Nacional Materno Perinatal, a fin, de 

que se le practique una ecografía, diagnosticándose alta probabilidad de 

cromosomopatía y mal pronóstico perinatal. Asimismo, se determinó la existencia de 

riesgo para su salud física y mental. 

 

Debido a ello, el 18 de diciembre de 2014, presentó una solicitud de aborto terapéutico 

a la clínica, adjuntando los diagnósticos que sustentaban la afectación de su salud 

física y mental, sin embargo, dicho centro de salud, no respondió a su solicitud dentro 

del plazo establecido por la Guía Técnica aprobada por Resolución Ministerial N° 486-

2014/MINSA (de fecha 27 junio de 2014) según la cual, el pedido de la gestante hasta 

el inicio de la intervención no debía ser mayor a seis días calendario.  

 

Ante tal omisión, el 17 de enero de 2015 consignó su reclamo en el Libro de 

Reclamaciones; además, reiteró por escrito su pedido el 22 de enero de 2015. 

 

El 30 de enero de 2015, después de cuarenta y dos días de haber presentado su 

solicitud, la clínica le respondió negando la misma, indicando que: (i) De acuerdo al 

Código Penal, el aborto terapéutico procede únicamente cuando es el único medio 

para salvar la vida de la gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente; 

sin embargo, de acuerdo a la última evaluación que se le realizó y la opinión de su 

médico tratante, no existía riesgo para su vida; (ii) se le había informado sobre el 

diagnóstico, pronóstico y riesgos graves para su salud que la gestación implicaba; y, 

(iii) se le había informado sobre la posición de la clínica respecto a la interrupción 

voluntaria del embarazo. 

 

De acuerdo a la mencionada Guía Técnica, una vez recibida la solicitud de aborto 

terapéutico, se debía convocar a una junta médica, cuya decisión debía ser informada 

a la gestante, sin embargo, la clínica denegó su solicitud sin conformar dicha junta. 
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Asimismo, conforme a la precitada guía técnica, la solicitud de aborto terapéutico, 

debía ser anexada a la historia clínica de la gestante, sin embargo, la clínica no incluyó 

dicha solicitud en la referida historia.    

 

La información sobre el diagnóstico, pronóstico y riesgos graves para su salud, que su 

gestación implicaba, no fue registrada en su historia clínica.  

 

Ante el hecho que P.V.B.S. no tuvo respuesta en el plazo que señala la norma, el 26 

de diciembre de 2014, acudió al Instituto Nacional Materno Perinatal, donde luego de 

realizarle varios exámenes se le diagnosticó embarazo con malformaciones 

congénitas compatibles con probable cromosomopatía y mal pronóstico fetal. Ese 

mismo día, solicitó el aborto terapéutico, por lo que se reunió una junta médica, la cual 

concluyó en la viabilidad del mismo, debido al riesgo que la gestación significaba para 

su salud física y mental. El aborto terapéutico fue practicado sin ninguna complicación. 

 

 

Petitorio 

 

Como consecuencia de lo señalado, la denunciante solicitó a la Comisión lo siguiente: 

 

- Imponer a la clínica una sanción ejemplar por el perjuicio causado a su vida, 

integridad y salud. 

- Obligar a la clínica a que se abstenga de ejercer cualquier práctica que implique 

conductas discriminatorias contra los consumidores, en especial contra las mujeres 

que solicitan la realización de un aborto terapéutico en los términos plateados por 

las normas legales vigentes en la materia. 

- Ordenar a la clínica que en un corto plazo implemente la Guía Técnica Nacional 

para la estandarización del procedimiento de la atención integral de la gestante en 

la interrupción voluntaria por indicación terapéutica del embarazo menor de 22 

semanas con consentimiento informado, y que informe al INDECOPI respecto a 

quién supervisaría el proceso de implementación. 

- Ordenar a la clínica la realización de capacitaciones a su personal para el adecuado 

cumplimiento de la mencionada Guía Técnica para que no incurra en la misma 

infracción, motivo de la presente denuncia. 

- Ordenar a la clínica que emita un pronunciamiento público de disculpas por haberle 

negado la interrupción legal del embarazo, poniendo en riesgo su vida y su salud, y 

que anuncie que su servicio sí brinda interrupciones legales del embarazo por causa 

terapéutica, en el marco del artículo 119 del Código Penal.  

- Ordenar a la clínica la devolución de todos los gastos que ella tuvo que asumir 

debido a la infracción en que incurrió2. 

- Ordenar a la clínica el pago de las costas y costos del procedimiento. 

 

 

Fundamentos de derecho 

 
2 No especificó monto alguno. 
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P.V.B.S. amparó su denuncia en los siguientes fundamentos jurídicos: 

 

Los artículos 18, 19 y 67 inciso 1 de la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa 

del Consumidor.   

 

Medios probatorios  

 

La denunciante ofreció los siguientes medios probatorios:  

 

- Informe elaborado por el médico gineco-obstetra, Luis Távara Orozco, sobre la base 

de la historia clínica 039442 de la Clínica El Golf. 

- Examen ecográfico del 21 de noviembre de 2014. 

- Informe ecográfico obstétrico del Instituto Nacional Materno Perinatal del 13 de 

diciembre de 2014. 

- Informe Médico N° 001-EGR/INMP, del Instituto Nacional Materno Perinatal del 26 

de diciembre 2014. 

- Copia de la historia clínica 39442, de la Clínica El Golf. 

- Solicitud dirigida al Dr. Alfredo Martínez Portel, director médico de la Clínica El Golf, 

con cargo de recepción de 18 de diciembre de 2014. 

- Copia del correo electrónico enviado por Rosa Cedano, jefa del Servicio al cliente 

de la Clínica El Golf, de fecha 30 de enero del 2015. 

- Hoja de reclamación N° 003447, de 17 de enero de 2015. 

- Carta dirigida al Dr. Alfredo Martínez Portel, director médico de la Clínica El Golf, 

con cargo de recepción de fecha 22 de enero de 2015. 

- Informe, elaborado por el médico gineco-obstetra Luis Távara Orozco, en base a la 

historia N° 039442 de la Clínica El Golf de la ciudad de Lima - Perú.  

 

 

1.2 Admisión de la denuncia y formulación de cargos  

 

El 27 de mayo del 2015 la Secretaria Técnica de la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 1 – Sede Central, mediante la Resolución N° 1 de fecha 13 de julio de 

2015, resolvió:  

 

- Admitir a trámite la denuncia de fecha 27 de mayo de 2015 formulada por P.V.B.S. 

contra la clínica por la presunta infracción a los artículos 1.1 literal b), 2° y 67.4 

literal b) del Código de Protección y Defensa del Consumidor; asimismo por la 

presunta infracción a los artículos 18°, 19° y 67.1° de la referida norma. 

- Tener por ofrecido los medios probatorios presentados con la denuncia. 

- Requerir a la clínica que cumpla con: (i) Presentar documentos que acrediten su 

inscripción en los Registros Públicos, (II) Presentar las facultades de 

representación de su representante legal en el presente procedimiento, (III) 

Señalar número de Registro Único de Contribuyente (RUC), (IV) Presentar 

comprobante de Información registrada y/o documentos que acrediten su 

inscripción en la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria SUNAT, 
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y (V) Fijar domicilio procesal para el procedimiento, de conformidad con el literal 1 

del artículo 442° del Código Procesal Civil.  

- Correr traslado de la denuncia a la Clínica para que de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 26° del Decreto Legislativo N° 807, presente sus 

descargos, en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles contados desde la 

notificación de la presente resolución.  

- Requerir a la denunciante que, en el plazo de cinco (5) días hábiles, contados a 

partir del día siguiente de la notificación de la citada resolución, cumpla con brindar 

su autorización escrita para que Sistemas de Administración Hospitalaria S.A.C., 

entregue a la Secretaría Técnica de la Comisión una copia completa, legible y 

foliada de su Historia Clínica.  

 

1.3 Apersonamiento al procedimiento y solicitud de prórroga 

 

El 30 de julio de 2015 la clínica, al tomar conocimiento de la Resolución N° 1, con el 

respectivo escrito, se apersonó al procedimiento administrativo y solicitó una prórroga 

de cinco (5) días hábiles, para presentar sus descargos. Dicho pedido, fue 

fundamentado en la complejidad de la materia y la información solicitada. Además, en 

la necesidad de requerir un tiempo adicional para recabar diversa información que les 

permita estudiar adecuadamente el expediente. 

 

El 11 de agosto de 2015 la Secretaría Técnica de la Comisión, teniendo en 

consideración lo establecido en el artículo 41 del Decreto Legislativo N° 807, Ley sobre 

facultades, normas y organización del INDECOPI y el artículo 236 numeral 2 de la Ley 

N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, mediante la Resolución N° 

2, resolvió: (i) Agregar el escrito presentado al expediente y ponerlo en conocimiento 

de las partes. (II) Tener por apersonado a Sistemas de Administración Hospitalaria 

S.A.C., al presente procedimiento. (III) Tener como domicilio procesal de Sistema de 

Administración Hospitalaria S.A.C., el ubicado en la av. Aurelio Miroquesada N° 1030, 

del distrito de San Isidro. (IV) Conceder a la Clínica, por única vez, un plazo adicional 

de cinco (5) días hábiles contados a partir del día siguiente de notificado para que 

presente sus descargos.  

 

1.4 Descargos 

 

El 24 de agosto del 2015 la denunciada, Sistemas de Administración Hospitalaria 

S.A.C., (en adelante, la clínica), representada por el señor Gianfranco Salinas 

Squadrito, al amparo del artículo 26 del Decreto Legislativo N° 807, presentó sus 

descargos y contestó la denuncia, negándola y contradiciéndola en todos sus 

extremos. 

 

Petitorio  

 

La clínica solicitó que en su debida oportunidad la denuncia sea declarada infundada, 

teniendo en consideración los siguientes fundamentos de hecho y de derecho: 

 

Fundamentos de hecho 
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El 13 de octubre de 2014 la señora P.V.B.S. acudió a una cita médica ambulatoria a la 

clínica, donde fue atendida por el Dr. Luis Almeyda, debido a que presentaba un 

retraso menstrual de quince días, más dolor pélvico y spotting. Ante esta situación, el 

mencionado médico ordenó la realización de una ecografía transvaginal. 

 

La ecografía se realizó el 15 de octubre de 2014, concluyendo que la señora P.V.B.S. 

se encontraba en periodo de gestación inicial activa con seis semanas y un día. 

 

El 17 de octubre de 2014, la señora P.V.B.S. acudió nuevamente a consulta con el Dr. 

Almeyda, este último le informó que debía haber una supervisión de su embarazo 

debido a que era de alto riesgo, solicitando adicionalmente exámenes prenatales. 

 

El 21 de octubre del mismo año, la señora P.V.B.S. acudió con el Dr. Almeyda, debido 

a que, si bien, no presentaba sangrado vaginal, tenía dolor pélvico, por lo que el médico 

le recomendó pasar por emergencia para ser evaluada en el área de cirugía. 

 

El 21 de noviembre de 2014 la señora P.V.B.S. acudió a control refiriendo escaso 

sangrado vaginal; por ello, se solicitó ecografía cuya conclusión fue que presentaba 

gestación intrauterina de doce semanas, placenta oclusiva y feto con evidencias 

ecográficas de defecto cromosómico, sugiriéndose una ecografía genética. 

 

El 4 de diciembre de 2014 la señora P.V.B.S., acudió por el servicio de emergencia de 

la clínica por presentar sangrado vaginal; el diagnóstico fue amenaza de aborto y 

gestación de trece semanas, por ello, se decidió internarla, previamente se le explicó 

el plan de trabajo. 

 

El 9 de diciembre de 2014, le realizaron la ecografía genética, la cual, concluyó en 

gestación de catorce semanas y tres días e hidrops generalizado, lo que le informaron 

a la señora P.V.B.S. y a su cónyuge, y se solicitó Toch y amniocentesis, no autorizando 

el procedimiento debido a que la señora P.V.B.S. informó que no tenía cobertura. 

 

Finalmente, con fecha 10 de diciembre de 2014, la señora P.V.B.S., es dada de alta 

ya que no presentaba sangrado, brindándole un descanso médico y recomendaciones.   

 

El 18 de diciembre de 2014, la señora P.V.B.S., a través de una solicitud por escrito, 

requirió que se le aplique el procedimiento de aborto terapéutico.  

 

El 30 de enero de 2015, se le respondió que no podían acceder a su pedido debido a 

que su médico en ningún momento recomendó el aborto terapéutico ya que su estado 

no estaba incluido en alguna de las situaciones contempladas en la Resolución 

Ministerial N° 486-2014/MINSA.    

 

El 26 de diciembre de 2014, es decir, ocho días después de presentada su solicitud de 

aborto terapéutico, la señora P.V.B.S. abortó en el Instituto Nacional Materno Perinatal 

de la Maternidad de Lima. 
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Fundamentos de derecho 

 

La entidad denunciada, consideró que los hechos denunciados por la señora P.V.B.S. 

no constituían trasgresión alguna a la normativa en materia de Protección al 

Consumidor, debido a que la Ley N° 26841, Ley General de Salud, en su artículo 4 

establece que: “Ninguna persona puede someterse a tratamiento médico sin su 

consentimiento previo o el de la persona llamada legalmente a darlo, si correspondiere 

o estuviere impedida de hacerlo”. En tal sentido, al momento que su personal médico 

del servicio de emergencia decidió hospitalizar a la señora P.V.B.S., le especificó su 

plan de trabajo en la historia clínica de emergencia, luego de explicarle las razones de 

la hospitalización y las acciones a seguir, dado que, de lo contrario la señora P.V.B.S. 

no hubiera prestado su conformidad para ser atendida y posteriormente hospitalizada 

hasta el alta respectiva. 

 

La clínica denunciada señaló que se reservaba el derecho de ampliar sus argumentos 

de defensa a lo largo del trámite del procedimiento administrativo.   

 

Medios probatorios 

 

La clínica denunciada en sus descargos no presentó medios probatorios. 

 

1.5 Audiencia de conciliación  

  

El 1 de diciembre de 2015 la Secretaría Técnica de la Comisión emitió la Resolución 

N° 3, resolviendo: (i) Agregar al expediente los escritos presentados por la clínica y 

ponerlos en conocimientos de las partes, (ii) Tener por presentados los descargos de 

la clínica (iii) Requerir a la clínica que en el plazo máximo de cinco días hábiles, 

contados a partir del día siguiente de notificada la resolución, cumpla con presentar 

una copia completa, legible y foliada de la historia clínica de la señora Paola Vanessa 

P.V.B.S., (iv) Informar a las partes sobre la programación de una audiencia de 

conciliación, a fin de que tengan la oportunidad de llegar a un acuerdo que solucione 

la controversia que originó la presente denuncia, sin que haya necesidad de un 

pronunciamiento posterior del INDECOPI. En atención a ello, la audiencia de 

conciliación se realizaría el día lunes 14 de diciembre de 2015 a las 11:30 horas, 

en las Oficinas del INDECOPI, sito en la calle de la Prosa 104, San Borja. 

 

El 10 de diciembre de 2015 la clínica, en cumplimiento a lo dispuesto con la Resolución 

N° 3, presentó una copia de la Historia Clínica de la señora P.V.B.S. 

 

El 11 de diciembre de 2015, la señora P.V.B.S. negó y contradijo en todos sus 

extremos la contestación de la denuncia realizada a través de la presentación de 

descargos. 

 

El día 14 de diciembre de 2015 se dejó constancla de la inasistencia de la parte 

denunciante a la la audiencia de conciliación. 

 

1.6 Escrito adicional de la clínica 
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Mediante escrito de fecha 5 de enero de 2016 la clínica señaló que se debía tener 

presente la opinión requerida al Ministerio de Salud3, según la cual: 

 

- La Resolución Ministerial N° 486-2014/MINSA estandariza los procedimientos para 

asegurar la Atención Integral de la gestante en los casos de Interrupción Voluntaria 

por Indicación Terapéutica del Embarazo menor de veintidós semanas con 

consentimiento informado, cuando es el único medio para salvar la vida de la 

gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente, en el marco de los 

derechos humanos, con enfoque de calidad, género e interculturalidad.  

- El artículo 119° del Código Penal establece que no es punible el aborto practicado 

por un médico, solo cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante o 

para evitar en su salud un mal grave y permanente. 

- Sobre la base del consenso de las Sociedades Médicas del Perú no se debía 

considerar la aplicación de la norma en aquellos casos en que el embrión o feto 

presente alteraciones, malformaciones internas o externas, o problemas 

cromosómicos o genéticos. En ese sentido, no se consideraba en la norma la 

aplicación del aborto terapéutico por problemas embrionarios o fetales. 

 

Asimismo, expresó lo siguiente: 

 

- Lo establecido por la Resolución Ministerial N° 486-2014/MINSA y el artículo 119 

del Código Penal, no permitieron la realización de un aborto terapéutico a la señora 

P.V.B.S., ya que no se cumplía con ninguno de los requisitos para que este hecho, 

no sea punible. En conclusión, la solicitud de aplicación del aborto terapéutico 

peticionada por la señora P.V.B.S., no se podía realizar, en la medida que no 

cumplía con ninguno de los supuestos descritos por la mencionada resolución 

ministerial. 

- El diagnóstico de la ecografía que la denunciante se realizó, el 21 de noviembre de 

2014, correspondía a la de un feto con evidencia ecográfica de defecto 

cromosomático de síndrome de Turner; ante ello, el médico tratante le sugirió 

realizarse una ecografía genética para tener la certeza de dicho diagnóstico, ya 

que el mismo no era concluyente. Pese a dicha sugerencia, la señora P.V.B.S. no 

se realizó tal ecografía, por consiguiente, no podían tener certeza des u 

diagnóstico.  

- Aun si el diagnóstico hubiera señalado que el feto tenía un defecto cromosomático 

de síndrome de Turner, no era razón suficiente para que se pueda aplicar el aborto 

terapéutico ya que el Ministerio de Salud no justificaba que se efectúe esta 

intervención quirúrgica para problemas embrionarios o fetales, como 

aparentemente se presentaba en este caso denunciado.  

 
3 El 18 de agosto del 2015 la Clínica remitió una consulta al Ministerio de Salud, sobre las situaciones 
específicas en la que un médico tratante puede o debe recomendar optar o no por el aborto terapéutico, 
además de solicitar información respecto a aquellas situaciones especiales en las que debía evaluarse la 
interrupción del embarazo. Dicho ministerio, mediante Oficio N° 4421- 2015-DGSP/MINSA respondió la 
consulta.  
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- No podía actuar en contra de lo que estipula la autoridad sectorial de la salud, quien 

es el mayor referente para guiarlos en la solución del presente caso. 

- Los argumentos anteriormente señalados se contraponían a la acción tomada por 

la junta de médicos del Instituto Nacional Materno Perinatal de Lima, quienes al 

valorar los exámenes practicados a la señora P.V.B.S., que diagnosticaban un 

embarazo con malformaciones congénitas compatibles con probable 

cromosomopatía y mal pronóstico fetal, concluyeron que era viable el aborto 

terapéutico, debido al riesgo que la gestación significaba para su salud física y 

mental. 

 

1.7 Escrito adicional de la denunciante 

 

El 16 de marzo de 2016, la señora P.V.B.S., mediante el respectivo escrito, se dirigió 

al Secretario Técnico de la Comisión de Protección al Consumidor N°1, para expresar 

su posición respecto a la solicitud realizada por la clínica al Ministerio de Salud, de 

fecha 18 de agosto de 2015. Al respecto, la denunciante refirió que la clínica, en ningún 

extremo solicitó opinión específica sobre su caso; tampoco preguntó si procedía que 

se le realice el aborto terapéutico, porque el embarazo le estaba afectando a su salud 

física y mental.   

 

Asimismo, debía considerarse que la opinión solicitada por la clinica a la Dirección 

General de Salud de las Personas del Ministerio de Salud fue muy genérica, ya que 

en ningún momento preguntó sobre la procedencia de un aborto terapéutico por 

malformaciones fetales, y si era procedente o no la interrupción del embarazo, porque 

causaba un grave riesgo a la salud física y mental de la denunciante. Por lo tanto, 

debía excluirse la valoración de la indicada respuesta del Minsa, puesto que no guarda 

relación con la materia en controversia y respondería a una estrategia alejada de la 

ética por parte de la clínica, con la finalidad de eludir su responsabilidad. 

 

1.8 Solicitud de convocatoria a audiencia de informe oral 

 

El 19 de abril de 2016, la señora P.V.B.S., al amparo de lo dispuesto en el artículo 16 

del Decreto Legislativo N° 1033, Ley de Organización y Funciones del INDECOPI, 

solicitó a la Comisión que se le conceda el uso de la palabra, a fin de realizar un informe 

oral, para exponer los argumentos de su denuncia, debido a la relevancia de los temas 

que abarca el caso, el mismo que se encuentra relacionado a la falta de idoneidad de 

un servicio que generó afectaciones a su derecho a la salud física y mental, así como, 

a la discriminación y a la falta de información oportuna. 

 

1.9 Requerimiento de la Comisión 

 

El 17 de mayo de 2016 la Secretaría Técnica emitió la Resolución N° 7, en la que se 

resolvió requerir a la señora P.V.B.S. que en plazo de cinco días hábiles contados a 

partir del día siguiente de la notificación, cumpla con brindar su autorización escrita 

para que el Instituto Nacional Materno Perinatal de Lima y la médica psiquiatra Marta 

Beatriz Rondón, entreguen a la referida Secretaría Técnica, una copia completa, 

foliada y legible de su historia clínica y documentos análogos.  
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El 1 de junio de 2016, la señora P.V.B.S., con el respectivo escrito, le concedió dicha 

autorización. La referida entidad pública, así como la indicada médico psiquiatra, 

cumplieron con remitir los documentos solicitados, los que fueron agregados al 

expediente.  

 

1.10 Resolución de la Comisión de Portección al Consumidor N° 1   

 

El 26 de octubre de 2016, la Comisión de Protección al Consumidor N° 1, emitió la 

Resolución Final N° 2243-2016/CC1 en la que resolvió: 

 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica 

por la presunta infracción a los artículos 18, 19 y 67.1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que la denunciada no habría 

respondido la solicitud de aborto terapéutico presentada por la denunciante dentro 

del plazo debido. 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica 

por la presunta infracción a los artículos 18, 19 y 67.1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que la denunciada no habría 

conformado una junta médica para evaluar la solicitud de aborto terapéutico 

presentada por la denunciante. 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica 

por la presunta infracción a los artículos 18, 19 y 67.1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que la denunciada habría 

denegado la solicitud de aborto terapéutico de la denunciante, pese a que habría 

cumplido con los requisitos para acceder al mismo. 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica 

por la presunta infracción a los artículos 18, 19 y 67.1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que la denunciada no habría 

incluido en su historia clínica la solicitud de aborto terapéutico de la denunciante. 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica 

por la presunta infracción a los artículos 18, 19 y 67.1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que el personal médico de la 

denunciada no habría consignado en la historia clínica de la denunciante 

información respecto a su diagnóstico, pronóstico y riesgos graves para su salud 

que la gestación implicaba. 

- Declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica  

por la presunta infracción a los artículos 1.1 literal b), 2 y 67.4 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, en el extremo referido a que el personal de 

la denunciada habría solicitado exámenes preoperatorios de riesgo quirúrgico y de 

ecografía pélvica sin explicarle a la denunciante sobre la finalidad de dichos 

exámenes. 

- Denegar las medidas correctivas solicitadas por la señora P.V.B.S., así como, las 

costas y costos del procedimiento. 

 

El 2 de noviembre de 2016, se les comunicó a las partes el contenido de la indicada 

resolución.  
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1.11 Recurso de apelación  

 

El 15 de noviembre del año 2016, la señora P.V.B.S., en amparo de lo dispuesto en el 

artículo 38 del Decreto Legislativo N° 807, dentro del plazo de ley, interpuso recurso 

de apelación contra la Resolución Final N° 2243-2016/CC1 que declaró infundada la 

denuncia y denegó las medidas correctivas solicitadas por la accionante, así como, las 

costas y costos del procedimiento. Este recurso fue concedido mediante la Resolución 

N° 10, de fecha 30 de noviembre de 2016, y elevada al Tribunal de Defensa de la 

Competencia y de la Propiedad Intelectual. 

 

El 30 de noviembre de 2016 las partes fueron notificadas sobre la emisión de la 

Resolución N° 10, mediante el cual se conceidó el recurso de apelación y se dispuso 

la elevación del expediente a la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual. 

 

El 16 de diciembre de 2016, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

recibió el expediente N° 0563-2015/CC1, en mérito al recurso impugnatorio interpuesto 

por la señora P.V.B.S. 

 

1.12 Posición de la clínica respecto a la apelación interpuesta 

 

El 20 de enero de 2017 la clínica se pronunció respecto a la apelación presentada. 

Procedio a negarla y contradecirla en todos sus extremos. Refirió que la Comisión hizo 

una valoración exhaustiva de los medios porbatorios por lo que su resolución debía 

ser confirmada.        

 

1.13 Resolución de la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

 

El 6 de junio de 2017 la Sala Especializada en Protección al Consumidor emitió la 

Resolución N° 1884-2017/SPC-INDECOPI en la que resolvió: 

     

- Confirmar la resolución apelada en el extremo que declaró infundada la denuncia 

interpuesta por la señora P.V.B.S., contra Sistemas de Administración Hospitalaria 

S.A.C., por la presunta infracción de los artículos 1 numeral 1, literal b); 2 y 67 

numeral 4 literal b) del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse 

acreditado que la denunciada brindó información a la denunciante sobre la finalidad 

de los exámenes practicados (preoperatorio, riesgo quirúrgico y ecografía pélvica). 

- Declarar la nulidad parcial de la Resolución N° 1 y de la resolución apelada en el 

extremo que impuso y se pronunció respectivamente sobre el hecho de que la clínica 

haya: (a) Omitido responder la solicitud de aborto terapéutico dentro del plazo 

establecido; (b) Omitido convocar a una junta médica; (c) Omitido incluir dicha 

solicitud en la historia clínica; y, (d) Omitido realizar el procedimiento de aborto 

terapéutico. Ello en tanto, dichas conductas estaban subsumidas en el extremo 

imputado referido a que el Sistemas de Administración Hospitalaria S.A.C., no haya 

tramitado debidamente la solicitud de aborto terapéutico de fecha 18 de diciembre 

de 2014, presentada por la señora P.V.B.S. 
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- Revocar la Resolución N° 2243-2016/CC1, en el extremo que declaró infundada la 

denuncia interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica., por la presunta 

infracción de los artículos 18, 19 y 67 numeral 1 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, respecto a no haber tramitado debidamente la solicitud de aborto 

terapéutico presentado por la denunciante; y, reformándola, declarar fundada la 

misma, al haberse acreditado que la denunciada no tramitó debidamente la solicitud.  

- Confirmar la resolución apelada en el extremo que declaró infundada la denuncia 

interpuesta por la señora P.V.B.S. contra la Clínica, por la presunta infracción de los 

artículos 18 y 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, respecto a la 

omisión de brindar información sobre el diagnóstico, pronóstico y riesgos graves que 

el embarazo de la paciente conllevaba, al haberse acreditado que la denunicada 

brindó tal información a la denunciante. 

- Ordenar a la Clínica en calidad de medida correctiva complementaria, que cumpla 

con tramitar debidamente las solicitudes de aborto terapéutico formuladas por sus 

consumidores. 

- Sancionar a la Clínica con una multa de veinte (20) Unidades Impositiva Tributaria, 

por la infracción de los artículos 18, 19 y 67 numeral 1 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en el extremo referido a no haber tramitado debidamente 

la solicitud de aborto terapéutico presentado por la denunciante. 

- Condenar a Sistemas de Administración Hospitalaria S.A.C. al pago de las costas y 

costos del procedimiento. 

- Disponer que la Secretaría Técnica de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor que registre a la Clínica en el Registro de Infracciones y Sanciones del 

INDECOPI, por infracción de los artículos 18, 19 y 67 numeral 1 de la Ley 29571, 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Concluido el análisis del Expediente Administrativo N° 0563-2015/CC1 cuyo 

prodecimiento, promovido por la denuncia de la señora P.V.B.S. contra la Clínica, se 

trámitó en doble instancia en la vía administrativa del INDECOPI, corresponde identificar 

y analizar los principales problemas jurídicos. Estos son los siguientes:  

 

2.1 Identificación de los principales problemas jurídicos del expediente  

 

2.1.1 Presunta infracción al deber de idoneidad por la demora injustificada al 

trámite de la solicitud de aborto terapéutico  

 

Según la denunciante, la clínica, pese a ser informada sobre la existencia de un evidente 

embarazo de riesgo para su salud física y mental, demoró injustificadamente el trámite 

de la solicitud de aborto terapéutico, por lo que infringió el deber de idoneidad según lo 

previsto en los artículos 18, 19 y 67 numeral 1 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor.  

 

2.1.2 Determinar si la Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor 

N° 1 incurrió en nulidad parcial. 

 

La Sala declaró la nulidad parcial de la resolución final de la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 1, por lo que corresponde analizar la legalidad de dicha decisión. 

 

2.2 Desarrollo de los principales problemas jurídicos del expediente 

 

2.2.1 Presunta infracción al deber de idoneidad por la demora injustificada al 

trámite de la solicitud de aborto terapéutico  

 

a. Sobre el aborto terapéutico 

 

Cabe precisar que el aborto terapéutico se encuentra previsto en el artículo 119 del 

Código Penal, que prescribe lo siguiente:  

 

“Artículo 119.- Aborto Terapéutico, no es punible el aborto practicado por un 

médico con el consentimiento de la mujer embarazada o de su representante 

legal, si lo tuviera, cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante 

o para evitar en su salud un mal grave y permanente”. 

 

En el Perú, las diferentes modalidades de aborto, están considerados como delito y se 

encuentran tipificadas desde el artículo 114 al 120 del Código Penal; de esta forma, 

podemos mencionar a las siguientes: autoaborto, aborto consentido, aborto sin 

consentimiento, agravación de la pena por la calidad del sujeto, aborto 

preterintencional, aborto terapéutico, el aborto sentimental y eugenésico.  
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La única modalidad de aborto legalmente permitida, es el denominado aborto 

terapéutico o aborto legal, tipificado en el artículo 119 del Código Penal, en el cual, 

se especifica que, para que la mujer pueda realizarse un aborto terapéutico, tiene que 

correr peligro su vida o estar expuesta a un mal grave y permanente, además de contar 

con la aprobación del médico y el consentimiento de la mujer embarazada. A este 

artículo lo complementa la Ley General de Salud no de manera específica, pero sí 

determinando los derechos de los usuarios del sistema de salud. 

 

Los principales requisitos que se desprenden de la modalidad definida como aborto 

terapéutico, son los siguientes: 

 

- Practicado por un médico 

- Consentimiento libre de la madre 

- Único medio para salvar la vida de la gestante o liberarla de un mal grave y 

permanente. 

 

Se advierte que los bienes jurídicos protegidos en este caso son la vida y salud de la 

madre como del concebido; pero en caso de que exista un conflicto, el legislador ha 

optado por brindar preferencia a la vida y salud de la gestante (Bramont y García, 2006, 

p. 91). Esto último no quiere decir que dichos bienes jurídicos tengan valor diferente, 

al contrario, tanto la vida de la madre como la del concebido tienen el mismo valor, 

porque la persona preexiste ontológicamente a sus cualidades y es digna por 

pertenecer a la especie humana. De allí que el recién concebido, en cuanto individuo 

tiene todo el derecho a vivir (Sánchez, 2014, p. 4).  

 

El aborto terapéutico, se encuentra reglamentado a través de la Resolución Ministerial 

N° 486-2014/MINSA, mediante la cual, se aprobó la Guía Técnica Nacional para la 

estandarización del procedimiento de la Atención Integral de la gentante en la 

Interrupción Voluntaria por Indicación Terapéutica del Embarazo menor de 22 

semanas con consentimiento informado, en el marco de lo dispuesto en el articulo 119 

del Código Penal.  

 

En la referida guía técnica, se establecen los casos médicos que permiten practicarse 

un aborto terapéutico o aborto legal: 

 

- Embarazo ectópico tubárico, ovárico, cervical. 

- Mola hidatiforme parcial con hemorragia de riesgo materno. 

- Hiperemesis gravídica refractaria al tratamiento con deterioro grave hepático y/o 

renal. 

- Neoplasia maligna que requiere tratamiento quirúrgico, radioterapia y/o 

quimioterapia. 

- Insuficiencia cardiaca congestiva clase funcional III-IV por cardiopatía congénita 

o adquirida (valvulares y no valvurales), con hipertensión arterial y cardiopatía 

isquémica refractaria a tratamiento. 

- Hipertensión arterial crónica severa y evidencia de daño de órgano blanco. 

- Lesión neurológicasevera que empeora con el embarazo. 

- Lupus Eritematoso Sistémico con daño renal severo refractorio a tratamiento.  



 
 
 

 

 

- 18 - 

 

- Diabetes Mellitus avanzada con daño de órgano blanco. 

- Insuficiencia respiratoria severa demostrada por la existencia de una presión 

parcial de oxigeno < 5mm de Hg y saturación de oxigeno en sangre < 85% y con 

patología grave. 

- Cualquier otra patología materna que ponga en riesgo la vida de la gestante o 

genere en su salud un mal grave y permanente, debidamente fundamentada por 

la junta médica. 

 

Debe entenderse que la aplicación de dicha norma debe realizarse a la luz del artículo 

2.1 de la Constitución, y en lo estipulado en la sentencia recaída en el Expediente N° 

02005-2009-AA/TC en que el Tribunal Constitucional resalta la vigencia de la 

protección del derecho a la vida del concebido, prohibiendo cualquier atentado en su 

contra y destacando la importancia de su tutela.  

 

Asimismo, debe destacarse que es el médico tratante quien debe determinar si el 

embarazo pone en riesgo la vida de la gestante o causa un mal grave y permanente 

en su salud. En consecuencia, solo cuando el citado médico advierta cualquiera de 

dichas causales debe convocar de inmediato una junta médica, la cual decidirá si 

corresponde o no llevar a cabo el procedimiento de aborto terapéutico. Es requisito 

indispensable que de manera previa, exista la petición de la gestante afectada, a través 

de una solicitud escrita presentada ante la jefatura del Departamento de Gíneco-

Obstetricia con conocimiento de la Dirección del establecimiento de salud. Por lo tanto, 

más allá de que la solicitud de la gestante debe pasar por la apreciación del médico es 

necesario también la aprobación por parte de una junta médica. En este sentido la 

infracción al deber de idoneidad se produciría cuando no se haya cumplido con la 

petición antes mencionada. 

 

A nivel internacional debe considerarse dos casos emblemáticos. En el primero, se 

negó la práctica de un aborto terapéutico a una adolescente identificada como K. L., 

quien con el correr de los años, se identificó con sus verdaderos nombres: Noelia 

Llontoy. Ella quedó embarazada en marzo del año 2001, cuando tenía 17 años de 

edad. En junio de ese año, se diagnosticó que tenía un feto anencefálico, por medio 

de una ecografía realizada en el hospital Arzobispo Loayza, donde se hacía sus 

controles. El médico gineco-obstetra informó a la adolescente de los riesgos de una 

gestación de esas características y ademas le informó sobre sus opciones de continuar 

o interrumpir el embarazo. K.L. decidió interrumpir. Su progenitora presentó una 

solicitud con este pedido, ante la dirección del hospital. La solicitud fue denegada, 

porque se consideró que se trataba de un aborto punible, conforme lo establecía el 

artículo 120 del Código Penal, que contempla que los casos de malformaciones 

fetales, eran considerados punibles; que el citado caso no estaba en los alcances del 

artículo 119 del  mencionado código (aborto terapéutico). Dado que el aborto le fue 

negado, K.L. continuó la gestación. En enero del año 2002, dio a luz a una niña 

anencefálica y tuvo que amamantarla hasta que murió, 4 días después de nacida, la 

que, hecho que la dejó sumida en una profunda depresión. 

 

El Comité de Derechos Humanos, acogió las declaraciones médicas que indicaban 

que un embarazo de feto anencefálico conllevaba un riesgo vital y secuelas 
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psicológicas severas y en esa medida señalo que el Estado peruano violó el artículo 7 

del Pacto Internacional de Derechos Humanos y Políticos, entre otras transgresiones 

a dicho tratado. En el dictamen del caso, además de declarar la violación de los 

derechos indicados, el Comité de Derechos Humanos, recordó la obligación del Estado 

peruano de proporcionar a K.L. un recurso efectivo que incluyera, indemnización y la 

obligación de adoptar medidas para evitar que se cometan violaciones semejantes en 

el futuro. 

 

Asimismo, el segundo caso, es de la menor identificada como L.C., por lo que, el 

Estado peruano tuvo que presentarse ante el Comité de las Naciones Unidas sobre 

Discriminación Contra la Mujer – CEDAW. La menor víctima, salió embarazada 

producto de un abuso sexual. La adolescente, tenía 13 años de edad, intentó 

suicidarse lanzándose del techo de su domicilio en el año 2007. En el hospital Daniel 

A. Carrión, se le diagnosticó una fractura en la cervical que debía alinearse 

inmediatamente. Sin embargo, los médicos, al observar que tenía 6 semanas de 

embarazo, se negaron a realizarle el procedimiento quirúrgico, así como, el aborto 

terapéutico. Luego de sufrir una interrupción espontánea del embarazo, L.C., fue 

operada unos tres meses después y resulto cuadrapléjica. Transcurrido dos años del 

hecho, en el año 2009, presentó su caso ante un Comité de la ONU. Dictaminando 

responsabilidad en el Estado peruano, por tales, hechos debía indemnizarla y pedirle 

las disculpas del caso. 

 

El Estado peruano, pidió las disculpas a las víctimas KL y LC, por las violaciones de 

sus derechos; y, a raíz de estos hechos el Estado peruano a través del MINSA, 

promulgó la Resolución Ministerial N° 486-2014/MINSA, que aprueba la Guía Técnica, 

que establece los casos médicos que permiten practicarse el aborto terapéutico o 

aborto legal. 

 

Los casos expuestos, de las víctimas KL y LC, a quienes, se les negó, el aborto 

terapéutico, a pesar, de haber sido, de evidentes embarazos de riesgos, que afectaban 

la salud física y mental de las gestantes, les ocasionó una violación a sus derechos y 

les podría haber causado daños irreparables. No se descarta que un acto de esta 

naturaleza, le pudo pasar a la señora P.V.B.S., de no haber acudido oportunamente al 

Instituto Nacional Materno Perinatal, donde se le practicó el aborto terapéutico, ya que 

la clínica denunciada le negó la referida intervención legal.     

 

b. Aplicación en el presente caso 

El 26 de diciembre de 2014, la señora P.V.B.S., ante el deterioro de su salud física y 

mental; y, la inacción de la clínica, en tomar una decisión oportuna sobre su estado de 

salud; es decir, ocho días después de presentar su solicitud de aborto terapéutico, se 

dirigió al Instituto Nacional Materno Perinatal, donde luego de realizarle varios 

exámenes se determinó la existencia de un embarazo con malformaciones congénitas 

compatibles con probable cromosomopatía y mal pronóstico fetal. Ese mismo día, la 

denunciante solicitó ser sometida a un aborto terapéutico. Al reunirse una junta 

médica, concluyó la viabilidad de realizar aborto legal, debido al riesgo que la gestación 

significaba para la salud física y mental de la señora P.V.B.S. Esta intervención se 

realizó, sin que se produjera complicación alguna. 
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Sin embargo, recién el 30 de enero del año 2015, la clínica respondió a la señora 

P.V.B.S., refiriéndole que no podían acceder a su pedido, dado que su médico en 

ningún momento recomendó el aborto terapéutico ya que su estado no era ninguna de 

las situaciones contempladas en la Resolución Ministerial N° 486-2014/MINSA.    

 

Dicha respuesta no oportuna, por parte de la clínica, involucra una afectación al 

derecho de los consumidores debido a que el déficit de información que padece el 

consumidor, se convierte en una de las causas más importantes que agravan su 

posición en el mercado; toda vez que solo dispone de aquella que el proveedor decide 

suministrarle, y porque aun teniéndola al alcance, en algunos casos no pueden 

procesarla debidamente por la rapidez con la que usualmente se celebran ciertos 

negocios (Carranza, 2012). 

 

De los requisitos concurrentes que incluye el aborto terapéutico, mencionados 

anteriormente, se advierte que es el tercero (que dicha práctica constituya el único 

medio para salvar la vida de la gestante o liberarla de un mal grave y permanente) el 

que ha originado, en el caso materia del presente informe, la controversia respecto a 

la negativa de la clínica de realizar el aborto terapéutico solicitado por la señora 

P.V.B.S. Debe considerarse como ya se ha señalado, que esta modalidad de aborto 

solo podrá realizarse mientras sea la única alternativa posible y el peligro no pueda 

evitarse de otro modo. Eso quiere decir que a quien lo realiza, no se le puede excluir 

de responsabilidad penal en caso podría haber tolerado o alejado el peligro de otro 

modo diferente al que ejecutó, además de que no debe haber un modo menos lesivo 

de evitar el mal que amenaza a la gestante4. Por lo tanto, el médico para que pueda 

subsumirse en este supuesto de estado de necesidad exculpante, debe estar 

estrechamente vinculado a ella, y se requiere que existan una relación de confianza 

especial médico - paciente que explique que al médico, tampoco se le pueda exigir 

que soporte la muerte o la afectación grave y permanente a la salud de la madre5. 

   

La Comisión declaró infundada la denuncia interpuesta contra Clínica El Golf por 

presunta infracción de los artículos 18°; 19°; y, 67° numeral 1 del Código, en el extremo 

referido a no haber tramitado debidamente la solicitud de aborto terapéutico 

presentada por la denunciante. El órgano resolutivo de primera instancia fundamentó 

su decisión en que la solicitud de fecha 18 de diciembre de 2014 fue presentada 

directamente por la señora P.V.B.S. y no, conforme lo establecía la Guía Médica, por 

su médico tratante 

 

Al respecto, cabe clarar que para acceder a la interrupción legal del embarazo, no es 

necesario que la gestante esté en inminente peligro de muerte, sino que es suficiente 

con que exista amenaza de daño grave y permanente en su salud. En el presente 

caso, la clínica denunciada no consideró esta disposición legal, a pesar, que la salud 

 
4 La norma establece como requisito para realizar el aborto terapéutico, que sea la única alternativa 
posible y el peligro no pueda evitarse de otro modo. Si no se cumple con esto último, habría 
responsabilidad penal. 
5 Al médico que trata a la paciente no se le puede exigir que por aferrase a la vida del nuevo ser tenga 
que soportar el sufrimiento de la madre, considerando que más allá de la relación médico-paciente 
existe una relación de confianza. 
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física y mental de la señora P.V.B.S., se encontraba en riesgo. Esta situación, sí fue 

tomada en cuenta por el Instituto Nacional Materno Perinatal, donde se le practicó el 

aborto terapéutico, sin complicación alguna.    

 

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la infracción al deber de idoneidad debe 

evaluarse en función al cumplimiento del procedimiento señalado líneas arriba; es 

decir, que ante la solicitud de la gestante de someterse a un aborto terapéutico, tenía 

que haber el criterio favorable del médico tratante y la aprobación posterior por parte 

de una junta médica. Ello quiere decir que la negativa de la clínica de realizar el aborto 

terapéutico, no necesariamente significa que haya infracción al deber de idoneidad, ya 

que la misma norma exige la aprobación de los especialistas6. Por lo tanto, 

inicialmente, la infracción al deber de idoneidad tiene que determinarse en función al 

cumplimiento del procedimiento normativo. 

 

Lo señalado en el párrafo anterior se sustenta en que del concepto de idoneidad 

establecido por el artículo 18° del Código del Consumidor, se advierte que lo que 

espera un consumidor, si bien puede provenir de la información expresa establecida 

por un proveedor, en muchos casos dicha información se genera en función de los 

usos y costumbres del mercado, lo cual constituye un parámetro subjetivo. De esta 

forma, la idoneidad se convierte en uno de los pilares fundamentales sobre los cuales 

descansa la protección al consumidor, el cual a su vez constituye un mecanismo para 

fortalecer la seguridad de las transacciones del mercado (Espinoza, 2012). 

 

De esta forma, respecto a la obligación de los proveedores de ofrecer productos y 

servicios idóneos, Northcote (2013) afirma que:  

 

Debe quedar claro que la idoneidad no implica que los proveedores deban 

entregar al consumidor todo lo que estos esperan del producto o servicio con 

independencia de los términos ofrecidos y contratados, sino que los límites de la 

obligación del proveedor se ajustan precisamente a lo establecido por la ley o a 

lo ofrecido, negociado y contratado (p. X-1.) 

  

Considero pertinente el criterio establecido por la Sala respecto a que la clínica debió 

derivar al Dr. Almeyda la solicitud de fecha 18 de diciembre de 2014 (en la que se 

adjuntó el certificado médico emitido por la psiquiatra, la Dra. Rondón) con la finalidad 

de que el citado galeno evalúe si el embarazo de la señora P.V.B.S. causaba un grave 

y permanente daño a su salud mental, tal y como concluyó la psiquiatra. Sin embargo, 

la clínica no presentó medio probatorio alguno que evidencie que la denunciada haya 

evaluado el certificado médico que la recurrente presentó con su solicitud de fecha 18 

de diciembre de 2014; ya que la única evaluación a la cual hizo referencia a través de 

su correo electrónico de fecha 30 de enero de 2015, fue la que realizó el Dr. Almeyda 

el 21 de noviembre de 2014, fecha anterior a la solicitud en mención.  

Independientemente de lo señalado en el párrafo anterior, se debe tener en cuenta 

que si bien la clínica pudo haber actuado en defensa de la vida del concebido, debió 

 
6 La sola negativa del proveedor no infringe el deber de idoneidad ya que nuestra normativa exige el 

cumplimiento de requisitos concurrentes, los cuales ya han sido mencionados. 
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considerar también la salud de la madre gestante, razón por la que nuestra legislación 

ha considerado la legalidad del aborto terapéutico. 

 

2.2.2 Determinar si la Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor 

N° 1 incurrió en nulidad parcial. 

 

a. Nulidad del acto administrativo  

 

Uno de los principios que limita la potestad sancionadora de una entidad pública, el 

que se encuentra regulado por el procedimiento administrativo sancionador, es el de 

tipicidad, contenido actualmente en el numeral 4) del artículo 248° del Texto Único 

Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General (Ley N° 27444), 

aprobado por el Decreto Supremo N°004-2019-JUS7, donde se indica: “Solo 

constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas 

expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin 

admitir interpretación extensiva o analogía. (…)”. 

 

La aplicación de este principio se materializa en la formulación de descargos que se 

realiza en el marco del inicio de un procedimiento administrativo sancionador. De esta 

forma, el artículo 254° de la LPAG dispone: “Para el ejercicio de la potestad 

sancionadora se requiere obligatoriamente haber seguido el procedimiento legal o 

reglamentariamente establecido caracterizado por: (…) 3. Notificar a los administrados 

los hechos que se le imputen a título de cargo, la calificación de las infracciones 

que tales hechos pueden constituir y la expresión de las sanciones que, en su caso, 

se le pudiera imponer, así como la autoridad competente para imponer la sanción y la 

norma que atribuya tal competencia. (Énfasis propio).  

 

Dicha calificación o tipificación a su vez tiene que ser remitida al administrado 

imputado, ya que según el artículo 255° de la mencionada norma: “Decidida la 

iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad instructora del procedimiento 

formula la respectiva notificación de cargo al posible sancionado, la que debe contener 

los datos a que se refiere el numeral 3) del artículo precedente para que presente sus 

descargos por escrito en un plazo que no podrá ser inferior a cinco días hábiles 

contados a partir de la fecha de notificación (…)”. 

 

Esta exigencia normativa se justifica en que según los cargos formulados, el 

administrado considerado como presunto infractor va a ejercer su derecho de defensa 

a través de la presentación de sus descargos, y sobre ellos posteriormente la autoridad 

resolverá si existió o no responsabilidad administrativa. 

 

Sobre las causas que originan la nulidad de un acto administrativo, debe considerarse 

que los actos que padecen de vicios trascendentes, no pueden enmendarse. En 

consecuencia, no son susceptibles de convalidarse, ni de aplicársele los mecanismos de 

conservación del acto establecidos en la ley.  

 
7 En adelante, la LPAG. 



 
 
 

 

 

- 23 - 

 

b. Aplicación en el presente caso 

 

La Secretaría Técnica de la Comisión imputó, como presunta conducta infractora el 

hecho que la clínica haya tramitado indebidamente la solicitud de aborto terapéutico 

presentada por la señora P.V.B.S., la cual fue presentada directamente ante la 

dirección del referido centro de salud, el día 18 de diciembre de 2014. Ante ello la 

Secretaría Técnica de la Comisión señaló que la conducta presuntamente infractora 

cometida por la clínica se habría materializado a través de las siguientes 

subconductas:  

- Omitir responder la solicitud de aborto terapéutico dentro del plazo establecido.  

- Omitir convocar a una junta médica.  

- Omitir incluir dicha solicitud en la historia clínica.  

- Omitir realizar el procedimiento de aborto terapéutico.  

 

Por su parte, la Comisión de Protección al Consumidor consideró que debía declararse 

infundada la denuncia interpuesta contra la clínica por presunta infracción de los 

artículos 18°; 19°; y, 67° numeral 1 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, en la medida que la denunciada no estaba obligada a:  

- Responder la solicitud de aborto terapéutico dentro del plazo establecido. 

- Convocar una junta médica para evaluarla.  

- Incluir dicha solicitud en la historia clínica.  

- Realizar el procedimiento de aborto terapéutico.  

 

En consecuencia, se observa que la comisión efectuó un análisis independiente de los 

hechos consistentes en: omitir responder la solicitud de aborto terapéutico dentro del 

plazo establecido; omitir convocar a una junta médica; omitir incluir dicha solicitud en 

la historia clínica; y, omitir realizar el procedimiento de aborto terapéutico, pese a que 

los mismos se encontraban estrechamente vinculados entre sí y formaban parte de 

una sola conducta, esto es, no haber tramitado debidamente la solicitud de aborto 

terapéutico de fecha 18 de diciembre de 2014, presentada por la señora P.V.B.S..  

 

Sin embargo, se debe considerar que el hecho denunciado por la señora P.V.B.S., 

referido a no haber tramitado debidamente su solicitud de aborto terapéutico de fecha 

18 de diciembre de 2014, incluía las demás conductas imputadas, debiendo 

considerarse, lo cual incluía la evaluación respecto de que si la denunciante y la clínica 

siguieron el procedimiento establecido en la guía técnica para que se realice el aborto 

terapéutico. 

 

De lo señalado, se advierte que la formulación de cargos realizada por la Secretaría 

Técnica fue errónea por lo que se había infringido lo establecido por el TUO de la 

LPAG, incurriendo en la causal de nulidad consistente en la transgresión a lo 

establecido por una norma legal, por lo que tendría que haberse declarado la nulidad8. 

 

Además de lo indicado, es preciso acotar que si bien la declaración de nulidad de un 

acto administrativo tiene efectos retroactivos, lo que hubiese significado en el presente 

 
8 Específicamente se infringe el numeral 3) del artículo 254° del TUO de la LPAG. 
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caso una nueva imputación de cargos y una mayor dilación del procedimiento, 

considero que los fundamentos de ambas partes y los medios probatorios ofrecidos 

por la denunciante y requeridos por la Secretaría Técnica daban lugar a que la Sala 

más allá de la declaratoria de nulidad emita un pronunciamiento sobre el fondo. 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

De acuerdo a lo establecido por el artículo 104 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor9 (en adelante, el Código del Consumidor), se debe tener en cuenta que el 

proveedor es administrativamente responsable por haber incurrido en una infracción a lo 

establecido en dicha norma. De esta forma, una vez que el consumidor acreditó la afectación a 

su derecho se presume inmediatamente la responsabilidad del proveedor (y, por ende, un nexo 

causal entre este último y la afectación al consumidor), el cual, para ser exonerado de 

responsabilidad, tiene que acreditar la existencia cualquiera de los supuestos que constituyen 

la fractura de dicho nexo causal: caso fortuito, fuerza mayor, hecho determinante de un tercero 

o imprudencia del propio consumidor afectado. Se advierte de ello que el Código establece un 

régimen de responsabilidad objetiva en la medida de que basta que exista una relación causa-

efecto que no haya sido fracturada para imputar responsabilidad al proveedor.  

 

Sin embargo, en el tercer párrafo de dicho artículo se advierte una “suerte de excepción” a lo 

antes mencionado, según el cual, en una prestación de servicios, se debe considerar si la 

obligación asumida por el proveedor es de medios o de resultados. Es decir, en el caso de una 

prestación de servicios para determinar si un proveedor es responsable, en forma preliminar la 

autoridad administrativa tiene que determinar qué clase de servicio es el que se brindó. En 

consecuencia, se desprende del citado artículo que este impone al proveedor la carga de 

sustentar y acreditar que no es responsable por la infracción que se le imputa, sea porque pudo 

acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de responsabilidad (fractura del nexo 

causal) o porque actuó con la diligencia debida.  

 

Si esto último es trasladado al escenario de los servicios médicos, permite concluir que los dos 

tipos de servicios pueden recibir los consumidores de servicios médicos. Es así que la Sala 

 
9 Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

Artículo 104º.- Responsabilidad administrativa del proveedor 
El proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad, el riesgo 
injustificado o la omisión o defecto de información, o cualquier otra infracción a lo establecido en el 
presente Código y demás normas complementarias de protección al consumidor, sobre un producto o 
servicio determinado. 
El proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la existencia de una 
causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura del nexo causal por caso fortuito o 
fuerza mayor, de hecho, determinante de un tercero o de la imprudencia del propio consumidor 
afectado. 
En la prestación de servicios, la autoridad administrativa considera, para analizar la idoneidad del 
servicio, si la prestación asumida por el proveedor es de medios o de resultado, conforme al artículo 
18 
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Especializada en Protección al Consumidor en la Resolución N° 1179-2015/SPC-INDECOPI10 

señaló que: 

 

“En el caso de los servicios de atención médica, un consumidor tendrá la expectativa 

que el profesional de la salud adopte todas las medidas de prevención que 

razonablemente resulten necesarias de acuerdo con el estado de la técnica, actuando 

durante el acto médico de manera diligente conforme a sus capacidades debidamente 

acreditadas. En esa línea, cabe precisar que existen dos tipos de servicios médicos, los 

que involucran una obligación de medios y aquellos que involucran una obligación de 

resultados. Así, la expectativa que tenga el consumidor del servicio brindado, dependerá 

fundamentalmente del tipo de obligación al que se encuentra sujeto el profesional 

médico, aplicándose esta de la siguiente forma: 

(i) Servicio médico sujeto a una obligación de medios: en este caso, un consumidor 

tendrá la expectativa que durante su prestación no se le asegurará un resultado, 

pues este no resulta previsible; sin embargo, sí esperará que el servicio sea 

brindado con la diligencia debida y con la mayor dedicación, utilizando todos los 

medios requeridos para garantizar el fin deseado; y,  

(ii) Servicio médico sujeto a una obligación de resultados: en este caso, un 

consumidor espera que al solicitar dichos servicios se le asegure un resultado, 

el cual no solamente es previsible, sino que constituye el fin práctico por el cual 

se han contratado dichos servicios. Es así, que un consumidor considerará 

cumplida la obligación, cuando se haya logrado el resultado prometido por el 

médico o la persona encargada. En este supuesto, el parámetro de la debida 

diligencia es irrelevante a efectos de la atribución de la responsabilidad del 

proveedor, pero será tenido en cuenta para graduar la sanción”.  

 

En el caso materia del presente procedimiento se discutía si la clínica denunciada: (i) brindó 

información a la denunciante sobre la finalidad de los exámenes practicados (preoperatorio, 

riesgo quirúrgico y ecografía pélvica) (ii) tramitó debidamente la solicitud de aborto terapéutico 

presentada por la denunciante; y, (iii) omitió información sobre el diagnóstico, pronóstico y 

riesgos graves que el embarazo de la denunciante e conllevaba. Se advierte, por lo tanto, que 

los mencionados servicios, presuntamente defectuosos, correspondían a obligaciones de 

resultados, por lo que para determinar si la Clínica El Golf era responsable, esta última tenía 

que fracturar el nexo causal si es que la denunciante a su vez acreditaba la existencia de una 

afectación a su derecho. 

 

Por otra parte, se advierte que el Código de Protección y Defensa del Consumidor, en el artículo 

1° numeral 1.1 literal b) reconoce el derecho de los consumidores de acceder a información 

oportuna, suficiente, veraz, fácilmente accesible y relevante para tomar una decisión o realizar 

una elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o 

consumo adecuado de los productos o servicios De la misma forma, en el artículo 2° numeral 

2.1 de la mencionada norma se establece la obligación que tienen los proveedores de ofrecer 

al consumidor toda la información relevante para tomar una decisión o realizar una elección 

adecuada de consumo. Como ya se ha mencionado, dicha información debe ser veraz, 

 
10 De fecha 13 de abril de 2015. 
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suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible (artículo 2° numeral 

2.2 del Código del Consumidor). 

 

Más allá de las mencionadas disposiciones relacionadas con la regulación general sobre el 

derecho y deber de información, en cuanto a los servicios médicos, el artículo 67° numeral 4 

del Código del Consumidor establece que los consumidores de dichos servicios tienen derecho 

a que se le brinde, en términos comprensibles y dentro de las consideraciones de la ley, la 

información completa y continua sobre su proceso, diagnóstico, pronóstico y alternativas de 

tratamiento, así como sobre los riesgos, contraindicaciones, precauciones y advertencias sobre 

los productos o servicios brindados. Es evidente que este derecho tiene como finalidad 

garantizar que los consumidores puedan dar su consentimiento informado sobre las actividades 

médica que implican algún riesgo que tienen que asumir el consumidor. Sin embargo, es 

preciso señalar que el deber informar de lo establecimientos de salud tiene un límite. Es así 

que la Sala Especializada en Protección al Consumidor ha establecido en la Resolución N° 

2511-2015/SPC-INDECOPI11: 

 

“Si bien existe una obligación general y especial de los establecimientos de salud de 

informar a sus pacientes sobre el tratamiento o la atención médica que se les brinda, 

independientemente del producto o servicio a tomar, no resulta razonable, como regla 

general, que se esté informando sobre todos los actos del procedimiento así como de 

todos los medicamentos empleados y sus efectos, pues ello implicaría que los 

establecimientos estuviesen solicitando de manera constante el consentimiento 

informado al paciente, lo cual desnaturalizaría la dinámica rápida y eficaz que requiere 

un servicio médico idóneo”. 

 

En su denuncia, la señora P.V.B.S. señaló que el 4 de diciembre de 2014 acudió a la Clínica El 

Golf pues presentó un sangrado vaginal, lo cual le preocupó pues tenía aproximadamente trece 

semanas de gestación. Agregó que le diagnosticaron amenaza de aborto y embarazo de alto 

riesgo, y que después se le practicó varios exámenes, cuya finalidad no le fue explicada.  

 

Como ya se mencionó, para determinar la responsabilidad de la clínica denunciada, la señora 

P.V.B.S. tenía que acreditar la omisión de información; sin embargo, de los medios probatorios 

actuados en el expediente se desprendía que la denunciante tenía conocimiento sobre su 

diagnóstico además del plan de trabajo previsto por el médico Almeyda, todo ello con la finalidad 

de reducir la amenaza de aborto existente. En consecuencia, se podía concluir que la Clínica 

El Golf cumplió con brindar información a la denunciante sobre la finalidad de los exámenes 

practicados (preoperatorio, riesgo quirúrgico y ecografía pélvica) por lo que la denuncia en este 

extremo debía declararse infundada. 

El artículo 18° del Código de Protección y Defensa del Consumidor define a la idoneidad de los 

productos y servicios como la correspondencia entre las expectativas del consumidor y lo que 

efectivamente este recibe, de acuerdo a lo que el proveedor haya ofrecido, mediante la 

publicidad e información transmitida. El mencionado artículo también señala que la idoneidad 

es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para 

satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado.  

 
11 De fecha 13 de agosto de 2015. 
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Asimismo, el artículo 19° del Código del Consumidor establece que el proveedor es 

administrativamente responsable por la idoneidad y calidad de los productos y servicios 

ofrecidos.  

En su denuncia, la señora P.V.B.S. señaló que el 18 de diciembre de 2014 presentó una 

solicitud de aborto terapéutico ante el director de la Clínica El Golf en la medida que su 

embarazo venía generándole un severo daño a su salud mental; sin embargo, la misma no fue 

tramitada debidamente en atención a lo establecido por la Guía Técnica. 

 

Al respecto, en primera instancia, la comisión declaró infundada la denuncia interpuesta contra 

Clínica El Golf ya que concluyó que la mencionada solicitud fue presentada directamente por la 

denunciante y no por su médico tratante, conforme lo establecía la Guía Médica12. 

 

Sin embargo, es preciso señalar que de los medios probatorios actuados se advierte que el 

embarazo se calificó desde el inicio como de “alto riesgo” debido a las constantes amenazas 

de aborto que presentó y que los resultados ecográficos daban cuenta de una probable 

alteración cromosómica, compromiso infeccioso y cardiopatía congénita del feto, motivo por el 

cual se sugirió la realización de exámenes adicionales (amniocentesis, perfil TORCH, 

ecocardiografía). Sin embargo, se debía tener en cuenta que además, la denunciante señaló 

haber tenido problemas en su salud mental por lo que al ser evaluada se concluyó que su 

gestación suponía un riesgo severo para el mencionado tipo de salud, por lo que se 

recomendaba interrumpir el embarazo. 

 

Si se considera la situación de gravedad que implicaba el embarazo y teniendo en cuenta que 

la clínica tenía una mejor información respecto a los procedimientos que se tenían que realizar; 

por lo que ante la solicitud de la señora P.V.B.S., la clínica debió cumplir con el procedimiento 

normativo, en consecuencia, este extremo de la denuncia debió declararse fundada.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
12 La Comisión consideró que la guía establece que en caso la junta médica apruebe el aborto, la 
gestante brindaría su consentimiento informado y autorizaba la realización del procedimiento abortivo  
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IV. CONCLUSIONES 

 

 

4.1 La clínica, debió darle el trámite que corresponde a la petición de la denunciante, y 

disponer que entre el 18 y 24 de diciembre del 2014 (en cumplimiento a lo normado en 

la guía técnica del Ministerio de Salud), se practique el aborto terapéutico a la señora 

P.V.B.S., en razón que acreditó que existía un grave problema a su salud física y mental. 

La clínica no obró conforme al principio de idoneidad. 

 

4.2 El aborto terapéutico que fue practicado a la denunciante, el 26 de diciembre de 2014, 

en el Instituto Nacional Materno Perinatal, se efectuó previos exámenes y junta médica, 

que determinó la necesidad de efectuarse dicha medida, por el estado de salud de la 

denunciante. La intervención se efectuó sin complicación alguna. 

 

4.3 La respuesta brindada por la clínica, se realizó de manera extemporánea, el 30 de enero 

del 2015 (luego de transcurrido 43 días de efectuada la petición). Los argumentos 

mencionados en la citada respuesta, no guardan relación con la legalidad de los hechos. 

  . 

4.4 La Comisión de Protección al Consumidor N° 1 de la sede Central del INDECOPI, al 

emitir la resolución declarando infundada la denuncia, no valoró los elementos claros y 

contundentes que presentó la denunciante, cuando le requirió a la clínica ser sometida 

al aborto terapéutico que le correspondía. La Sala en segunda instancia no incurrió en 

este error por lo que considero que es correcto lo resuelto por este colegiado. 

 

4.5 Debió declararse la nulidad parcial de la Resolución 1 y de la Resolución 2243-

2016/CC1 al imputarse y pronunciarse en primera instancia sobre conductas 

subsumidas en el extremo imputado referido a que el denunciado. no tramitó 

debidamente la solicitud de aborto terapéutico presentada por la señora P.V.B.S. 
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• A - Resolución de segunda instancia administrativa  
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